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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 6151 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 

1699/2007, de 14 de diciembre, por el que se 
complementa el Catálogo Nacional de Cualifi-
caciones Profesionales, mediante el estableci-
miento de ocho cualificaciones profesionales 
de la familia profesional fabricación mecánica.

Advertidos errores en el Real Decreto 1699/2007, de 14 
de diciembre, por el que se complementa el Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales, mediante el 
establecimiento de ocho cualificaciones profesionales de 
la familia profesional fabricación mecánica, publicado en 
el «Boletín Oficial del Estado» número 4, de 4 de enero 
de 2008, se procede a efectuar las oportunas rectifica-
ciones:

En la página 702, primera columna, penúltimo párrafo, 
en el epígrafe «Productos y resultados», donde dice: 
«Esquemas eléctricos, neumáticos, hidráulicos y sinópti-
cos. Manuales de mantenimiento. Manuales de procesos 
de tratamientos térmicos y superficiales. Normas de pre-
vención de riesgos laborales y ambientales.», debe decir: 
«Programas de equipos informáticos industriales para el 
control de sistemas de fabricación mecánica. Equipos e 
instalaciones preparados para la realización de tratamien-
tos térmicos y superficiales en metales».

En la página 705, primera columna, donde dice: «10. 
Prevención de riesgos laborales en los procesos de trata-
mientos térmicos. Técnicas y elementos de protección. 
Evaluación de riesgos. Aspectos legislativos y normati-
vos.», debe decir: «10. Protección medioambiental. Ges-
tión medioambiental. Tratamiento de residuos. Aspectos 
legislativos y normativos.». 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CATALUÑA

 6152 LEY 1/2008, de 20 de febrero, de Contratos de 
Cultivo.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que establece el artículo 65 del Estatuto de 
autonomía de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 1/2008, 
del 20 de febrero, de Contratos de Cultivo.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los contratos de cultivo constituyen un instrumento 
primordial de la política agraria en Cataluña. Para conse-
guir el objetivo de garantizar la preservación del suelo 
agrícola actual, el buen uso del mismo y la estabilidad y 
mejora de las explotaciones agrarias existentes, es pre-
ciso disponer de una regulación contractual moderna y 
equilibrada que fomente el uso eficiente de la tierra, la 
planificación de los riesgos de la actividad de cultivo y el 
pactismo entre los distintos agentes del campo. Con esta 
finalidad, se aprueba la presente ley, que cuenta con el 
precedente de la Ley de contratos de cultivo del año 1934, 
de la Generalidad republicana.

La presente ley se enmarca en el proceso de refundi-
ción y codificación del derecho civil de Cataluña, iniciado 
con la Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera ley del 
Código civil de Cataluña. En esta ocasión, se ha conside-
rado que correspondía aprobar una ley especial, dado el 
carácter específico de la regulación y su doble contenido 
de derecho civil patrimonial y de política agraria, todo ello 
sin perjuicio de que en el futuro los contratos de cultivo 
puedan integrarse en el libro VI del Código civil de Cata-
luña, relativo a obligaciones y contratos, de acuerdo con 
su estructura de código abierto. Asimismo, la ley se 
aprueba en ejercicio de una doble competencia legisla-
tiva, la referente a conservación, modificación y desarro-
llo del derecho civil propio y la relativa a agricultura y 
ganadería. Igualmente, la presente ley supone el cumpli-
miento del mandato del Estatuto de autonomía de Cata-
luña, cuyo artículo 46.4 establece que los poderes públi-
cos deben velar por el fomento de las actividades agrarias 
y ganaderas. Por lo tanto, esta regulación de los contratos 
de cultivo es una forma de asegurar que el sector tenga 
unas herramientas que permitan su desarrollo y su cohe-
sión en el territorio. Por otra parte, la presente ley se 
enmarca en el desarrollo de las competencias exclusivas 
que el artículo 116.1 del Estatuto otorga a la Generalidad 
en materia de agricultura y ganadería y el artículo 129 en 
materia de derecho civil.

La presente ley se estructura en seis capítulos, el 
segundo de los cuales está dividido a su vez en seis sec-
ciones, y contiene cinco disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria y dos disposiciones finales.

El capítulo primero de la ley establece las disposicio-
nes generales aplicables a todos los contratos de cultivo y 
explicita sus principios rectores. El artículo 1 delimita la 
noción de contrato de cultivo a efectos de la ley, compren-
diendo todos los que tienen por finalidad la cesión one-
rosa del aprovechamiento agrícola, ganadero o forestal 
de una finca rústica. Esta delimitación positiva se comple-
menta con la que negativamente efectúa el artículo 4 de 
los contratos que quedan excluidos y los artículos 2 y 3, 
que fijan el alcance material de los contratos de cultivo en 
el marco de la multifuncionalidad agraria. Claramente, la 
presente ley establece un ámbito de aplicación lo más 
amplio posible y no excluye de su regulación los contra-
tos con finalidad de cultivo por razón de las partes con-
tractuales ni por las características de la finca objeto del 
contrato, a diferencia de lo que ha sucedido en el derecho 
hasta ahora vigente. Con esto se consigue que todos los 
contratos de cultivo en Cataluña estén sometidos a la ley. 
Siguiendo una política realista, se considera carente de 
sentido impedir la formalización de contratos con finali-
dad agraria sobre fincas rústicas por razones subjetivas o 
materiales y, por lo tanto, que no es razonable excluirlos 
de la regulación que se efectúa, básicamente dispositiva. 
En estos términos, el artículo 5 establece que todas las 
personas con capacidad de contratar pueden firmar con-
tratos de cultivo en Cataluña.

Ahora bien, la finalidad de la presente ley al regular y 
comprender todos los supuestos posibles de contratos de 
cultivo no impide que se articulen regímenes jurídicos 
diferenciados según cuales sean las partes contractuales. 
Esta diversidad afecta solamente al acceso a la propiedad 
mediante los derechos de tanteo y retracto, que se esta-
blecen de forma imperativa en favor de quien la ley deno-
mina cultivador directo y personal. En lo demás, el 
artículo 8 dispone que los contratos de cultivo se rijan por 
las disposiciones imperativas de la presente ley, por los 
pactos convenidos por las partes, según el principio de 
libertad civil, por el uso y costumbre de la comarca y por 
el derecho dispositivo aplicable. El artículo 6 da la noción 
de cultivador directo y personal, basada en la efectiva 
dedicación al cultivo de la tierra, con un sesgo favorable a 
las personas físicas pero sin excluir la posibilidad de que 
también incluya a determinadas personas jurídicas. Con 


